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esa falta do citación. so celebro la vista de la apelación en la fecha
señalada sin SU comparecencia. y. fma1mcnte. que la Sentencia que
resnelvc el t=Jno --<lo .... mismá fecha, 1 de febrero de 1992- deses­
tima el mismo por .ignorar el Juzaador los motivos en que se fun­
_ la imlJUlllllción de la Sentencia de instancia al no haber
CClIlpOIOCidc a la vista la parte apelante.

b) 8entado lo anterior. no resta sino determinar si esa falta de
citaci6n judicial en segunda instancia y la consecuente desestimación
del recurso, constituyen vulneración del derecho fundamental consa­
grado en el. art.... 24.~. de ~ <:.E.~ C?estifm~ ,no.~~ s~o ,!l~rece:

de la aetora al acto de la vista. siendo así que ésta, segün. se ha expuesto.
no fue debidamente citada al mismo. por lo que la incidencia material
que la irregularidad procesal cometida tiene sobre el derecho de defensa
de la parte. resulta clara Y debe determinar la estimación del amparo
solicitado en este extremo concreto.

FALLO

En atenciÓn a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR
LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSlTtUCION DE LA NACIÓN EsPA.
NOLA-

' .. ,-

una respuesta anrmauva a 18 JUZ oc 18 reneraoa aocm.na oc este 1 nounal.
al respecto. Baste recordar lo que, a propósito de supuesto similar.
se dlfo en la STC 109/1989. (fundementos juridicos 2.°, y 3.°): ,La
cilaci6n. en la medida en que hace posible la cemparecencia del des­
tinatariO y la defensa contradictoria de las pretensiones. no constitUye
un mero reqnislto de forma para proceder a la realización de los sub­
siguientes actos procesales. sino que representa un instrumento ine­
ludlble para la observancia de las sarantlas censlitucionales del proceso,
cuya efectividad ba de ser ase¡ursda por el6qanojudiciaL.... Y. también
que .... la falta de citación observada,. ya sea por error o por olvido.
en cualquier caso no atribuible a los actOres. para la audiencia de
éstos en un acto o trámite de tanta importancia como es la vista de
la apelación en el juicio de faltas. en la que. conforme a los arts.
978 L.E.Crlm. y 15 del Decreto de 21 de noviernb... de 1952, hablan
de aducirsc las razones fundamcntadoras de la defensa de los apelados.
entraña no sólo una infracci6n de la Ley ordinaria, sino la vulneración
de los _os fundementales a la tutela judicial efectiva. sin inde­
fensi6n. Y a un proceso con las garantias debidas. merecedora del
amparo constitucional solicitado...

Afirmaciones. las anteriores. a las que habria de añadirse en el
supuesto que ahora nos ocupa. que la desestimación del recurso de
apelaci6n encuentra en este caso su motivación -a tenor dcl propio
texto de la Sentencia impugnada- precisamente en la incomparecencia

Ha decidido

Estimai parcialmente el recurso de amparo promovido por doña
Maria Jesús Garrido González y, en su virtud: :

1.0 Anular la Sentencia de 1 de febrero de 1989 del Juzgado
de Instrucción nÚIJl. 2 de M6stoles. roUo de apelación 65/1988.

2° Reconocer a la dema.ndaÓ.te de amparo su derecho a la tutela
judiclal efectiva y a no sufrir indefensión.

3.° Restablecer a la actora en la integridad de los derechos vul­
nerados.. a cuyo efecto se retrotraerán las actuaciones del recurso de
apelación al momento de la citación para la celebración de la vista
de la apelación y, citadas las partes legalmente. se proceda a celebrar
dicho acto.

4.° Desestimar el recurso en todo lo demás.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletln Oficlal del Estado•.

Dada en Madrid. a dos de noviembre dc mil novecientos noventa
y dos.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferre.-Femando o-d!cia~Mon
y González-Regueral.-earlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra."-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villalóa-Fuma­
dos y rubricados.

l. Antecedentes

SENTENCIA

la si¡uicnte

La Sula Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
MIguel Rodrlsuez-Piñero yB~Ferrer, Presidente; don Fernando Qar­
....Mon y González-RegueraI. don Carlos de la Vega Benayas. don
Vu:ente Qimeno Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don
Pedro Crnz VJ1Ial6n. MagistIados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

2. La demanda se basa. en síntesis. en los siguientes hechos:

a) En fecha 8 de abril de 1986. la Inspección de la Consejería
Adjunta <2. Presidencia del Consejo Interinsular dt: Baleares levantó
acta en la que se denunciaba una supuesta infracción de los arts. 17
y 20 del DecretonÚnl. 231. de 14 de enero de 1965. Instroidoexped.iente
administrativo. por resolución de 24 de abril de 1987 del Consejo
de Gobierno de la citada Comunidad Autónoma se impuso a la actual
demandante de am~ una sanción pecuniaria de 250.000 pesetas
por infracción del citado Decreto. concretamente por sobreocupación
de plazas hoteleras. Interpuesto recurso de reposición contra la anterior
resolución. el mismo fue desestimado en fecha 18 de febrero dc 1988,

b) Fonnulado recurso contencioso-administrativo por la Empresa
sancionada. la Sala do lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Territorial de Palma de Mallorca dictó Sentencia en fecha 28 de abril
de 1989 por la que, desestimando el recurso contencioso, confrrmó,
por ser cdnformes a Derecho. las resoluciones administrativas impug­
nadas.

3. En la escueta fundamentación juridica de la demanda de amparo
se invoca como vulnerado el principio .de legaUdad consagrado en el
art. 25.1 de la Constitución. que se entiende infringido por la resolución
administrativa que impuso la sanción a la Empresa demandante. Con­
sidera la actora que. siendo de aplicación a la actividad sancionadora
de la Administración aquel principio de legalidad consagrado en el
art. 25,1 C.E.• confonne a reiterado criterio del Tribunal Constitucional
del que cita como ejemplos las SSTC 42/1987 y 311988. dicho principío
implica la exigencia de reserva de ley para la tipificación de las conductas
y sanciones correspondíentes. En cl presente. supuesto ~ntinúa la
actora- se ha lesionado tal derecho esencial, porque la nonna aplicada
no ostentaba aquel rango legal; y si 'bien en la doctrina constitucional
se ha excepcionado la aplicación de la repetida reserva de ley cuando
las disposiciones administrativas ínftalegales son anteriores a la entrada
en vigor de la Constitución. cuando -como aqui acontece- et supuesto
de hecho sancionado es posterior a la vigencia del texto constitucional,
tal excepción no rige, de acuerdo con esa misma doctrina constitucional

En virtud de ello suplica de este Tribunal que dicte Sentencia por
la que. otorgando el amparo solicitado. declare la nulidad de la Reso­
lución de 25 de abril de 1987 del Consejo de Gobierno de la Comunidad
Aut6noma de las Islas Baleares. confumada mediante resolución admi~
nistrativa de 18 de febrero de 1988 y Sentencia de la Sala de lo Con·
tencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Palma de Mallor­
ca de fecha 28 de abril de 1989. reconociendo su derecho a no ser
sancionada por actos u omisiones no constitutivas. en el momento
de producirse, de infracción administrativa según la legislación vigente.

4. Por providencia de 19 de junio de 1989 la Sección acuerda
tener por interpuesto el recurso de amparo y. a tenor de lo dispuesto

Sala Primera. Sentencia 177/1992, de 2 de noviembre.
Recurso de amparo 984/1989. Contra resolución del Con­
s(/o de Gobierno de la Comunidad Autónoma de las Islas
Ba/etJlY!s. que impuso a la recurrente sanción pecuniaria
por sobreocupación de plazas hoteleras, asi como contra
la Sentencia de la Audiencia Territorial de Palma de
Mallorca cmifirmatorla th la misma. Supuesta vulneraeión
del prlm:ipw de legalidad.

26523

En cl recurso de amparo núm. 984189. interpuesto por «Hoteles
Mallorquines Asociados. Sociedad An6rumIU. representada por cl Pro­
curador don JoM: Carlos Peñalver Gaccerán. frente a rcsolucion del
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares.
as! como frente a la Sentencia de 28 de abril de 1989 que las confuma
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial
de Palma de Mallorca. Han intervenido el Ministerio Fiscal y la Comu­
nidad Autónoma de las Islas Baleares. Ha sido Ponente el Presidente
del Tribunal. don Miguel Rodrigucz-Piñero y Bravo-Ferrer. quien expresa
el_-de la Sala

L Don JOSé Carlos Peñalver Garcerán. Procurador de los Tri­
bunales. en nombre y representación de la Empresa «Hoteles Mallor­
quines Asociados. Sociedad AnóIlÍlIla», por medio de escrito presentado
en este Tribunal el 26 dc mayo de 1989. interpone recurso de amparo
contra la resolución del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autó­
noma de las Islas Baleares de fecha 24 de abril de 1987, que impuso
a la recurrente una sanción de 250.000 pesetas. sanción confrrmada
en reposición por resolución de 18 de febrero de 1988 y en vía juris­
dicctonal mediante Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo de la Audiencia Territorial de Palma de Mallorca de fe­
cba 28 de abril de 1989.



48 Martes 1 diciembre 1992 BoE núm. 288. Suplemento

en el art. 50.5 LOTe. conceder un plazo de diez días a la representación
de la recurrente para que aporte copia. traslado o certificación de la
resolución administrativa recurrida

5. Por providencia de 7 de julio de 1989 la Sección acuerda ad­
mitir a tnUnite el recurso de amparo Y. a tenor de lo dispuesto en
el art. 51 LOTe. requerir atentamente al Gobierno de la Comunidad
Autónoma de las Islas Baleares y a la Sala de lo Contencioso-Ad·
ministrativo de Palma de Mallorca para que remitan. respectivamente.
testimonio del expediente sancionador num. 478/86 y del recurso con­
tencioso-administrativo nUmo 138/88; interesándose al propio tiempo
el emplazamiento de quienes fueron parte en el mencionado proce­
dimiento. con excepción de la recurrente.

6. Con fecha 1 de agosto de 1989 tiene entrada en este Tribunal
un escrito por el que el Abogado de la Comunidad Autónoma de
las Islas Baleares, en representación y defensa de la misma, solícita
que se admita su personación en este procedimiento.

7. Por providencia de 18 de septiembre de 1989 la Sección acuerda
tener por recibidas las actuaciones remitidas, tener por recibido el pre­
cedente escrito de personación del Letrado de la Comunidad Autónoma
de las Islas Baleares "a quien se tiene por personado y parte en el
presente recurso de amparo y, a tenor de lo dispuesto en el arto 52
LOTe. dar vista de las actuaciones para alegaciones a las partes
intervinientes.

8. El Ministerio Fiscal, en su escrito de alegaciones presentado
el día ID de octubre de 1989, interesa que se deniegue el amparo
porque no ha existido lesión del derecho fundamental que sirve de
apoyo a la demanda

La solicitante de amparo alega la vulneración del a.rL 25.1 e.E.
que consagra el principio de legalidad, por cuanto ha sido sancionada
con multa de 250.000 pesetas por supuesta sobreocupación de plazas
hoteleras cuya apoyatura legal se encuentra tan sólo en el Decreto
231/ 1965. de 14 de enero. La exigencia de cobertura de norma con
rango de ley para la imposición de penas y sanciones administrativas
sólo cede. según la demanda, cuando se dan dos supuestos: que tanto
el supuesto de hecho sancionado como la norma administrativa infra·
legal sean preconstitucionales, pero no cuando alguno de ambos ele­
mentos fuesen postconstitucionales. Dado que en el caso de autos
los hechos suceden despues de la entrada en vigor de la Constimción
-en opinión de la recurrente- las normas sancionadoras hart perdido
su virtualidad para imponer sandones. Así pues --razona el Fiscal-,
el objeto del presente recurso de amparo viene constituido por la nece­
sidad de dilucidar en que condiciones puede imponerse una sanción
administrativa cuya cobertura carezca del exígido rango de ley formal.
La demandante afmna que para ello es necesario no sólo que la norma
sea anterior a la Constimción. sino que tambien debe concurrir la
circunstancia de que los hechos objeto de la sanción hayan acaecido
con anterioridad a la vigencia del Texto constitucional. Para nada se
discuten los hechos que dieron lugar a la sanción. ni la tipicidad de
los mismos.

El Ministerio Fiscal no está de acuerdo con el criterio de la deman­
dante, porque -afmna- este Tribunal se ha manifestado en sentido
distinto en diversas ocasiones. Mi, es cierto que en las SSTC 42/1987
y 69/1989 se ha sostenido la validez de las disposiciones sancionadoras
contenidas en nonnas sin rango de ley, siempre que se trate de dis­
posiciones anteriores a la Constitución. Sin embargo, en ~uanto al
segundo requisito mencionado en la demanda, esto es, que los hechos
objeto de sanción hayan ocurrido antes de la vigencia de la Nonna
fundamental, hay que tener en cuenta que los suPuestos de hecho
tanto de la STC 42/1987 como la STC 29/1989 eran claramente post·
constitucionales. lo que no impidió la denegación del amparo por esa
mera circunstancia.

La consecuencia de lo expuesto -a juicio del Ministerio Fiscal­
no puede ser otra que la denegación del amparo, pues no vulnera
el principio de legalidad del art. 25.1 C.E. la sanción objeto del presente
recurso de amparo.

9. Con fecha 13 de octubre de 1989 se recibe el escrito de ale~
gaciones de la Entidad recurrente. en el que se reproducen y desarrollan
los árgumentos apuntados en la demanda de amparo. Aduce la repre­
sentación de la recurrente que, partiendo de la constitucionalización
del principio de legalidad en materia sancionadora y de su aplicabilidad
al Derecho administrativo sancionador, hay que concluir que, en prin­
cipio. la sanción administrativa de un supuesto de hecho mediante
su subsunción en un norma infralega1' contraria la exigencia consti­
tucionaL Sin embargo, este Tribunal Constitucional ha relativizado esta
exigencia al declarar que «... no es posible exigir la reserva de ley
de manera retroactiva para anular disposiciones reguladoras de materias
y de situaciones respecto de las cuales tal reserva no existia de acuerdo
con el Derecho anterion (STC 11/1981, fundamentojuridico 5.oy STC
42/1987, fundamento juridico 3.°) y que «... el principio de legalidad
que se traduce en la reserva absoluta de Ley no incide en disposiciones
o actos nacidos al mundo del Derecho con anterioridad al momento
en que la Constitución fue promulgada» (STC 15/1981, fundamento
juridico 7.°, y STC 4211987. fundamentojuridico 3.°).

De estas citas se infiere -afmna la representación de la recurrente­
que este Tribunal utiliza dos parámetros para determinar sí una sanción
administrativa impuesta mediante una nonna infralegal vulnera o no
el principio de legalidad del arto 25.1 C.E., a saber: La preconstitu«
cionalidad o postconstitucionalidad de la situación o supuesto de hec~o
y la preconstitucionalidad o postconstitucionalidad de la nonna admi­
nistrativa infralegal. Confonne a estos dos parámetros. cuatro son las
combinaciones posibles: Supuesto de hecho y nonna pl'econstituci(}o
nates; supuesto de hecho y norma postconstitucionales. y supuesto de
hecho postconstimcionaI y norma preconstitucional. La combinación
de supuesto de hecho preconstitucional y nonna postconstitucional
es un evento que vulneraria el principio de irretroactividad.

a) La sanción de un supuesto acaecido con anterioridad a la pro.­
mulgación de la Constitución mediante una norma administrativa infra­
legal de fecha asimismo anterior a la promulgación de la Constimción:
la cuestión se suscitó con motivo de la STC 15/1981, por la que
se desestimó el amparo solicitado por la Caja de Ahorros de Sabadell
contra una Sentencia del Tribunal Supremo que confirmaba la sanción
impuesta por la Dirección General de Seguridad con ocasión del robo
perpetrado el 8 de octubre de 1976 a una camioneta que transportaba
fondos sin cumplir las medidas de seguridad reglamentadas.

b) El supuesto contrarlo,la sanción de un supuesto acaecido con
posterioridad a la promulgación de la Constitución mediante una norma
administrativa infralegal de fecha asinúsmo posterior a la promulgación
de la Constitución: el caso se planteó. en la -STC 42/1987, por la
que se estimó el amparo solicitado por la Entidad Casino de Ma·
llorea, Sociedad Anónima, contra las resoluciones del Gobernador civil
de Baleares de, 16 de enero de 1981 y del Ministerio del Interior
de 3 de octubre de 1981 con motivo de las sanciones impuestas por
infracciones del Reglamento de Casinos de Juego de 9 de enero
de 1979.

c) Y fmaImente, la sanción de un supuesto acaecido con pos­
terioridad a la promulgación de la Constitución mediante una norma
administrativa infralegal de fecha anterior a la promulgación de la Cons­
titución: Y este es el contencioso que se somete a la consideración
de este Tribunal, dado que la supuesta sobreocupación de plazas ·hote­
leras es de fecha 8 de octubre de 1986, es decir, posteonstitucional,
y que la norma sancionadora administrativa es el Decreto 231 de 14
de enero de 1965, preconstitucional por tanto. Entiende la recurrente
que en este supuesto se vulnera el principio de legalidad del arto 25.1
de la Constitución Y. por tanto, el presente amparo debe ser estimado.

En defensa de este criterio interesa analizar las dos citas de este
Tribunal Constitucional antes transcritas. En el fundamento juridico
5.° de la STC 11/1981 -reproducido en el fundamento juridico 3.°de
la STC 42/1987- se aftrnla que ftno es posible exigir la reserva de
Ley de manera retroactiva para anular disposiciones reguladoras de
materias y situaciones respecto de las cuales tal reserva no exis­
tia de acuerdo con el Derecho anteriort. Conforme a este argumento
dos son los requisitos que deben concurrir (la «)'JI- ciertamente es copu·
lativa) para que no sea posible exigir la reserva de ley de manera
retroactiva, a saber. en primer lugar que en el Derecho al que nació
la disposición reguladora no existiese tal resen>a de ley, o lo que es
lo mismo, que la norma sancionadora infralegal se promulgase con
anterioridad a la promulgación de la Constitución. y en segundo lugar~

que en el Derecho al que nació la situación no existiese tal reserva
de ley, o lo qu~ es lo mismo, que el supuesto de hecho sancionado
acaeciese también con anterioridad a la promulgación de la Cons·
titución.

La segunda cita es la del fundamentojuridico 7.° de la STC 15/1981
-reproducido en el fundamento juridico 3.° de la 42/1987-, en el
que se declara que «el principio de legalidad que se traduce en la
reserva absoluta de ley no incide en disposiciones o actos nacidos
al mundo del Derecho con anterioridad al momento en que la Cons·
titución fue promulgada.. De acuerdo con esta afrrmación, a sensu
contrario, si el acto nació al mundo del Derecho no con anterioridad
sino con posterioridad al -momento en que la Constitución fue pro­
mulgada,el principio de legalidad tendni plena incidencia.

En conclusión, la primera cita transcrita afrrma que sólo la com·
binación de supuesto de hecho y norma preconstitucionales está excluido
de la exigeneia de reserva de ley. En cuanto a la segunda cita, debe
concluirse que el principio de legalidad rige en todo caso para los
supuestos de hecho postconstitucionales.

En consecuencia, como quiera que el supuesto de hecho sancionado
-la supuesta sobreocupación de plazas hoteleras- es de fecha 8 de
octubre de 1986. estamos ante un acto postconstitucional en el que
incide plenamente el principio de legalidad.

El presente caso se encuadra en la combinación de supuesto de
hecho postconstitucional y nonna preconstitucional. de forma que -en·
tiende la representación de la recurrente-, de acuerdo con la doctrina
de este. Tribunal, este caso no está excluido de la exigencia de reserva
de Ley del art. 25.1 C.E. .

Se continúa aftrmando que es comprensible que este Tnounal prive
de la garantía del principio de legalidad a aquellos supuestos de hecho
preconstitucionales sancionados en virtud de una norma infralegaI asi­
mismo preconstitucional, aunque a esta conclusión se llega más por
aplicación del principio de seguridad juridica que ~r aplicación del
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principio de legalidad. Sin embargo, no seria aceptable que se hiciese
una interpretación laxa de esta excepción y se aplicase a supuestos
de hecho que. como el que nos ocupa. acontecieron muchos años
después de· la prOmulgación de la Constitución. Si asi se hiciese. se
podtia U*, a! absurdo de que en determlmldos ámbitos de la relación
entre la Administración y el administrado -como. por ejemplo, la has­
telerta- el art. 25.1 e.E. no tendria plena vigencia nunca. pues aunque
hubiesen transcurrido treinta. cuarenta o cincuenta años de vigencia
de la Constitución. podría continuar vigente una norma administrativa
sancionadora de rango inftalegal Y. por tanto, contraria a la exigencia
del art. 25.1 C.E. Una aplicación jurisprudencial estricta del art. 25.1
C.E. contribuirá a que los detentadores del poder se planteen la w-gente
neeesidaddc cumplir la Constitución también en este articulo y procedan
a dictar las Leyes necesarias en materia sancionadora administrativa.'
FmaJmente. aduce la representación de la recurrente que no resulta
en absoluto razonable la desleplizaciÓfl del art. 3 de la Ley 48/1963.
de 8 de julio. porque, conforme a reiterada jurisprudencia constitucional
(STC 42/1987). se trata de una remisión genérica vacia de contenido.

10. Con fecha 25 de octubre de 1989 se registra el escrito de
alegaciones del Letrado de la Comunidad Autónoma de las Islas Balea­
res. En el mismo se afuma que la demanda de amparo se basa 'única
y exe:lusivamente en el principio de leg:alldad establecido en el
arto 25.1 e.E.. pese a que el significado de dicho principio. en cuanto
a la no exigencia de reserva de ley respecto de normas y situaciones
preconstitucionales. ha sido ya perfectamente delimitado por este Tri­
buna! en las SSTC 1111981. 1511981.42/1987. 10111988 y 2911987.

La demandante de amparo acepta de plano la doctrina establecida
en dichas Sentencias. pero, y esta es su única base. efectüa una lectura
totalmente sesgada y errónea. incluyendo un nuevo requisito para la
aplicabilidad de las normas infraIegales preconstitucionales, cual es el
que el supuesto de hecho sancionado haya acontecido antes de la
entrada en vigor de la Constitución., pretendiendo que este Tribunal
as! lo impone en las Sentencias citadas.

Tal lectura se verifica sobre la base de la--afirmación: «el principio
de legafidad no incide en disposiciones o actos nacidos al mundo del
Derecho con anterioridad al momento en que la Constitución fue pro­
mulgada> (SSTC 1511981 y 42/1987), forzando una traducción del
vocablo «ae:ws. como equivalente a «supuestos de hecho~. sin reparar
que los «hechos. o «supuestos de hecho. no pueden nacer al mundo
del Derecho. sino que éste se aplica a aquéllos.

El Letrado de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares se
excusa de profundizar en análisis interpretativos de lo que el Tribunal
ConstitUcionaJ quiso expresar con la locución indicada. porque estima
mucho máS simple acudir a la solución más primaria o elemental de
buscar la fecha de los «supuestos de hecho. que dieron lugar a las
Sentencias citadas. AA si ciertamente es muy poco orientativo el dato
de la fecha del «hecho» o «supuesto de hecho» sancionado o analizado
en las Sentencias mas antiguas. asi la STC 1S/1981, porque por razón
de la duración· de los expedientes administratiVos y de los autos en
instancias diversas era razonable y caso obligado que hubieran acaecido
antes de la entrada en. vigor de la Constitución. no resulta asi en
los contemplados SSTC 4211987. 10111988 y 2911989. En todas ellas
y con especial seguridad en la última de las citadas. el supuesto de
hecho era postconstitueionallo cual indefectiblemente destruye la inter­
pretación de la recurrente. y' por ello. el Letrado de la Comunidad
Autónoma de las Islas Baleares solicita que se d~e el recurso
de amparo.

11. Por providencia de fecha 28 de octubre de 1992. se acordó
el dia 2- de noviembre. para deliberación y votación de la presente
Sentencia.

II. FUDd.....nt.. ¡uridlc..

l. La única cuestión a resolver en esta Sentencia atañe a la supuesta
infracción del derecho fundamental proclamado en el art. 25.1 c.E..
que la sociedad recurrente imputa a la Resolución administrativa del
Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares
por la que. se le imperoa una sanción pecuníaria. en aplicación de
lo dispuesto en un Decreto de 14 de enero de 1965. La impugnacJón
se basa en la aftrmaei~ de que este Decreto no respeta la garantia
de la reserva de Ley establecida en el citado precepto constitucional.
En slntesís. la Entidad recurrente postula. interpretando afirmaciones
contenidas en Sentencias de este Tribunal, que la única posibilidad
de que se pueda imponer -sin wlnerar el arto 2S.1 C.E.- una sanción
administrativa con base en una norma reglamentaria preconstitueional
carente de la necesaria cobertura legal es que el hecho sancionado
acaeciese con anterioridad a la entrada en vigor de la Constitución.
Por el centrarlo' ~"'Ún la recu:i'rentc:. un hecho acaecido con poste­
rioridad a la entrada envigor de la Constitución no podría ser sancionado
-sin vulnerar el art. 25.1 C.E.- con arreglo a una nonDa reglamentaria
carente de cobertura legal ni siquiera en el caso de que dicha nonna
reglamentaria fuese preconstitucional.

2. No es ocioso recordar -con palabras de nuestra STC 83/1990.
fundamento JUridico 2.°_ que este Tribunal ha afumado en numerosas
ocasiones. respecto del 8ft. 25.1 C.E., que el mismo contempla una

doble garantia. La primera. de orden material y alcance absoluto. refleja
la trascendencia del principio de seguridad en los ámbitos sancionadores.
penal y administrativo. e incorpora la exigencia de predeterminación
nonnatiYa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes.
La segunda,. de carácter formal, se refiere al rango necesario de las
normas tlpificadoras de aqueUas conductas y reguladoras de estas san·
ciones, por cuanto el término «legislación vigente», contenido en el
art. 25.1 de la Constitución, es expresivo de una reserva de Ley en
materia sancionadora (SSTC 4211987, fundamento juridico 2.°; 3/1988.
fundamcntojurldico 4.°; 1011l988. fundamentojurtdico 3.°. y 8311990.
fundamento jurídico 2.°).

En el ámbito de las sanciones administrativas. la garantía fonnal.
de la reserva de Ley sólo tiene una eficacia relativa o ümitada, en
el sentido de permitir un mayor margen de actuacion aJ Ejecutivo
en la tipificaCión de illcitos y sanciones administrativas. por razones
que atañen al modelo constitucional de distribución de las potestades
públicas. al camcter -en cierto modo insuprimible-- de la potes~ad
reglamentaria en dicho ámbito y a otras consideraciones de prudencia
y oportunidad (SSTC 4211987. fundamento juridico 2."; 101/1988.
fundamento juridico 3.°. y 29/1989. fundamento juridico 2.°). si bien.
en cualquier caso. tal relativización no puede conducir a admitir como
conformes con el princípio de reserva de Ley las regulaciones regla·
mentarias independientes y no claramente subordinadas a la Ley. de
modo que. en lo que se refiere a las infraccionese Que se cometan
en el ámbito de las relaciones de supremacía general el art. 25.1 de
la Constitución resultaria vulnerado si la relP.l.lación reglamentaria de
infracciones y sanciones careciera de toda base legal o se adoptara
en virtud de una habilitación a la Administración por norma de rango
legal carente de todo contenido material propio. tanto en 10 que se
refiere a la tipificación de los ilicitos administrativos. como a la regu­
lación de las correspondientes consecuencias sancionadoras (SSTC
42/1987. fundamento jurtdico 2.°, 10111988. fundamento jurtdico 3.°.
y 29/1989. fundamentojuridico 2.°).

Ahora bien., no puéde olvidarse que. como también este Tribunal
ha señalado ,expresamente. no es posible exigir la rescn'a de la Ley
de manera retroactiva para anular o considerar nulas disposiciones
reglamentarias reguladoras de materias y de situaciones respecto de
las cuales tal reserva no exístla, de acuerdo con el Derecho precons­
titucional Y. en concreto, por )o que se refiere a las disposiciones san·
cionadoras. que el principio de legalidad que se traduce en la reserva
absoluta de Ley no incide en disposiciones o actos nacidos al mundo
del Derecho con anterioridad al momento en que la Constitución fue
promulgada, aun cuando las habilitaciones llimJtadas a la potestad regla­
mentaria y las deslegalizaciones reallzadas por Leyes preconstitucio­
nales. incompatibles con el art. 2S.1 de la Constitución. deben enten~
derse caducadas por derogación desde la entrada en vigor de ésta (SSTC
1111981. fundamento jurtdico 5.0; 1511981, fundamento jurtdico 1.0;
4211987. fundamento jurídico 4,"; 10111988. fundamento jurídico 4.°;
2911989, fundamento juridico 2.0: 83/1990. fundamento jurídico 3.°).

3. La sanción aqui cuestionada fue impuesta a la sociedad actora
en aplicación del Decreto 23111965. de 14 de enero. disposición cla­
ramente preconstitucional a la que. según las Sentencias anteriormente
citadas. no le es aplicable rctroactivamente la reserva de Ley establecida
en el art. 25.1 c.E. que. por el contrario. si es plenamente aplicable
a las nonnas pastconstitucion~5.Lo que la recurrente afinna -y con­
sidera respaldado por la jurisprudencia constitucional- es que la irre·
troactividad de la prantla de la reserva de Ley del art. 25.1 C.E.
0._ dicho de otro modo. la inconstitueionalidad sobrevenida de una
norma sancionadora por carencia del rango exigido por la C.E. sólo
se darla si el hecho sancionado fuese a su vez preconstihicional.

El Tribunal. sin embargo. no puede compartir el criterio _de la
recurrente y estima que el mismo deriva de un entendimiento erróneo
de las Sentencias que cita. Un análisis pormenorizado de dichas Sen~

tencias demuestra que la regla de la irretroactividad de la reserva de
Ley del art. 25.1 C.E, es aplicable con independencia de que los hechos
sancionados sean anteriores o posteriores a la Constitución. Y es así
porque no podria ser de otro modo. esto es, porque si este Tribunal
admitiera que la irretroactividad de la reserva de Ley del art. 25.1
c.E. sólo se da si el hecho sancionado es anterior a la entrada en
vigor de la Constitución. dicha irretroactividad careceria en el fondo
de significado. ya que las resoluciones sancionadoras dictadas en apli­
cación de las correspondientes normas reglamentarias anteriores a la
Constitución -salvo en casos rarlsimos- habrían alcanzado ya firmeza,
y la regla de la irretroactividad no añadirla nada nuevo.

Lo que la recurrente, pues, está haciendo es replantear solapada~

mente la cuestión ya resuelta por este Tribunal acerca de la validez
de las normas precomtitucionales que no cumplen con las exigencias
fonnales que se derivan del arto 25.1 C.E. Dicha validez -ya afrrmada
por este Tnbunal- deriva de que la eficacia derogatoria de la Cons·
titución no alcanza a las normas preconstitucionales que. pese a ser
compatibles materialmente con ella. no se adecúan al rango normativo
que la Constitución eXige por razón de la rrateria, regla cuyo fundamento
se encuentra en el principio de continuidad del ordenamiento jurídico
que. a su vez. deriva del principio de seguridad jurídica expresamente
consagrado en el 3rt. 9.3 C.E. En cualquier caso. debe tenerse en
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cuenta que la pervivencia de nonDaS reglamentarias sancionadoras pre­
constitucionales tienen como importante limite la imposibilidad de que
con poSterioridad a la Constitución, se actualicen dichas normas por
la misma vis reglamentaria. puesto que ello no respetarla el sistema
de producción de normas jurídicas impuesto.ahora por la Constitución.

FALLO

En atención a lo expuesto. el TnounaJ Constitucional POR LA AUTO­
RIDAD QUE LE CONFIERE LA CONS1TI1JOóN DE LA N.o\.ClÓN Esp~oLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado•.

Dada en Madrid a dos de noviembre de mil novecientos noventa
y dos.-Miguel Rodriguez-Piñero y Brav(>Ferrer.-Femando Garcia-Mon
y González-RegueraJ.--cartos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Vtllal6n.-Fumado
y rubricado.

26524 CORRECCION de errores en el texto de la Sentencia núme­
ro 12111992. de 28 de septiembre. del Tribunal Cons­
titucional, publicada en el Suplemento al «Boletín Oficial
del Estadol número 260, de 29 de octubre. de 1992.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia núm. 121/1992, de
28 de septiembre, del Tribunal Constitucional. publicada en el Suple­
mento al «Boletin Oficial del Estatk» nÚIn. 260. de 29 de octubre
de 1992. se transcriben a continuación las oportunas correcciones:

En la pág. 3. segunda columna, párrafo l. linea 8. donde dice:
..:y Derecho foral». debe decir: «Y el Derecho foral....

En la pág. 4. primera columna, párrafo 8, !i..nf"ft 9. donde dice:
-Rcomo prueba». debe decir. «como lo prueba».

En la pág. 4. segunda columna, párrafo l. linea 4, d9nde dice:
'Kaunque se encuentre». debe decir: «aunque se encuentra».

En la página 4. segunda columna. párrafo l. linea 7. donde dice:
«en la que el.instituto». debe decir: .en la que el instituido».

En la pág. 4. segunda columna. último párrafo, linea 14. donde
dice: «yen otros». debe decir. «y otros».

En la pág. S. primera columna. párrafo. 6. linea 1. donde dice:
ruene lo dispuestao», debe decir:: «tiene lo dispuesto•.

En .la pág. 5. primera columna. párrafo 6, linea 4. donde dice:
«según lo cuab, debe decir:: «según elcuab.

En la pág. 5. segunda columna. párTafo 1. linea 15. donde dice:
«Se prorlucia través», debe decir: ese prorlucia " través».

En la pág. 6. primera columna. párrafo 1, linea 7. donde dice:
«no se habla dellegitimatorim, debe decir: «no se habla del legitimario».

En la pág. 6. segunda columna, párTafo 1. linea 6. donde dice:
do que pone aún más.... debe decir: do que se pone aún más».

En la pág. 7. primera columna. párrafo l. lineas 8 Y 9. donde
dice: «precepto consuetudionario». debe decir: «precepto constitucional»-.

En la pég. 7, segunda columna. párrafo 7, linea 15, donde dice:
«de un texto legal son», debe decir: «de un texto -legal no son».

"En la pág. 9. primera columna., "_párrafo 14, línea 3. donde dice:
«~ cuyo temporal», ~ebe decir: «de suyo.temporal».

26525 CORRECC/ONde errores en el texto tk la Sentencia núme.­
ro 124/1992. de 28 de septiembre, del Tribunal Cons­
titucional. publicada·en el Suplemento al ~BoletÍn Oficial
del Estado» número 260, de 29 de octubre de 1992.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia núm. 124/1992, de
28 de septiembre, del Tribunal Constitucional, publicada en el Suple­
mento al «Boletín Oficial del Estado» núm. 260, de 29 de octubre
de 1992. se transcriben a continuación las oportunas COlTCCCiones:

En la pág. 16. segunda columna. párTafo 10. lineas 2 y 3. donde
dice: «en el pronunciamiento .Oo.¡. Debe decir. .en el pronunciamiento l.o.¡..

26526 CORRECCfON de e"ores en el texto de la Sentencia núme­
ro 125/1992, de 28 de septiembre, del Trlbunpl Cons­
titucional, publicada en el Suplemento al ~Boletm Oficial
de! Estadoll número 260. de 29 de octubre de 1992-

Advertidos errores en el texto de la Sentencia núm. 125/1992. de
28 de septiembre, del Tribunal Constitucional. publicada en el Suple~
mento al «Boletín Oficial del Estado!> núm. 260. de 29 de octubre
de 1992, se transcriben a continuación las oportunas correcciones:

En la pág. 17. primera columna, párrafo 4. linea l. donde dice:
«.abril de 1988». Debe decir: «abril de 1989....

En la pág. 17, segunda columna. párrafo 2. linea 7, donde dice:
.STC 4961/1982•. Debe decir. .STC 49/1982•.

26527 CORRECC/ON de errores en el texto de la Sentencia
número 127/1992. de 28 de septiembre de 1992. del Tri·
hunal Constitucional, publicada en el suplemento a! /fBo­
letin OficlaLdel Estado» número 260. de 29 de octubre
de 1992.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia núm. 127/1992. de
28· de septiembre de 1992, del Tribunal Constitucional publicada en
el suplemento al «Boletín Oficial del Estado» núm. 260. de 29 de
octubre de 1992. se transcriben a continuación las oportunas correc­
ciones:

En la página 22. segunda columna. párrafo 4. línea 2. donde dice:
«hay que que ronciuin, debe decir: «hay que concluin,

26528 CORRECC/ON de e"ores en el texto de la Sentencia núme­
ro 129/1992. de 28 de septiembre, del Tribunal Cons­
tituclonal. publicada en el Suplemento al ~Boletin Oficial
del Estado» número 260, de 29 de octubre de 1992.

Advertidos errores en el texto de la Sentencia núni. 129/1992, de
28 de septiembre, del Tribunal Constitucional. publicada en el Suple­
mento al «Boletín Oficial del Estado» mimo 260, de 29 de octubre
de 1992. se transcriben a continuación las oportunas correcciones:

En la pág. 24, segunda columna, párrafo 6, linea 4, donde dice:
«condenando a la demanda». Debe decir. ~condenandoa la demandada.».

En la pág. 25. primera columna, párrafo 6, linea 4, donde dice:
ue aportan la documentación». Debe decir: «se aporta la docu·
mentación».

En la pág. 25. primera columna. párrafo 6. linea 5. donde dice:
«habiendo sido incorporado»-, Debe decir: «habiendo sido incorporachu.

En la pág. 25, segunda columna. último párrafo, última linea, donde
dice: .-contiene disposiciones». Debe decir: .-contienen disposicionep.

En la pág. 26. segunda columna. párrafo 5. linea penúltima., donde
dice: «CarIes Vlver y Pisunye-n. Debe decir: «CarIes Viver y Pi·Sunyen.

26529, CORRECCION de errores en el texto de la Sentencia núme-­
ro 130/1992, de 28 de septiembre, tkl Tribunal Cons·
tilucional. publicada en el Suplemento al tfBoletín OfICial
del Estado» número 260 de 29 de octubre de 1992-

Advertidos errores en el texto de la Sentencia núm. 130/1992, de
28 de septiembre. del Tribunal Constitucional. publicada en el Suple­
mento al «Boletín 'Oftcial del Estado» núm. 260 de 29 de octubre
de 1992. se transcriben a continuación las oportunas correcciones:

Én la pág. 26. primera columna. último párrafo. última linea, donde
dice: «"Boletín Oficial" de la provincia». Debe decir. «"Boletín Oficial
de la Provincia"»-. ' ,

En la pág. 26, segunda columna, párrafo 6, linea l. donde dice:
«"Boletin Oficial" de la provincia•. Debe decir: ,¡,:"Boletln Oficial de
la Provincia"».

En la pág. 26, segunda columna. párrafo 12. última línea. donde
diee: «en el recurso de amparo defender sus derechos.)-. Debe decir.
«en el recurso de amparo y defender sus derechos.•.

En la pág. 27, primera columna. párrafo 1, linea 4, donde dice:
«y la idoneidad de la citación.. Debe decir: «y la inidoneidad»"

En la pág. 27, primera columna. párrafo 2, linea 9, donde dice:
«"Boletín Oficial" de la provincia,». Debe decir. «"Boletín OflCial de
la Provincia.».

En la pág. 27. primera columna. párTafo 5. linea 5. donde dice:
eart. 24.2 de la LOPJ». Debe decir. cart. 240,2 de la LOPJ».


